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Procurador General

                                                                                                                                 Concepto 5662    

Bogotá D.C., 1 de noviembre de 2013
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.: 
Demanda de inconstitucionalidad contra el literal b, numeral 3 del artículo 24 de la Ley 1564 de 2012 “Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones”.  
Actor: Fabio Enrique Velásquez Arias

Magistrada Ponente: MARÍA VICTORIA CALLE CORREA


Expediente: D-9874

Concepto 5662
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2° y 278, numeral 5°, de la Constitución, rindo concepto en relación con la demanda presentada por el ciudadano Fabio Enrique Velásquez Arias, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1°, de la Constitución Política, quien solicita se declare la inexequibilidad del literal b, numeral 3 del artículo 24 de la Ley 1564 de 2012, cuyo texto, con lo demandado en negrillas, se reproduce a continuación:
LEY 1564 DE 2012
(julio 12)

Diario Oficial No. 48.489 de 12 de julio de 2012

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones.

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA

DECRETA:

 (…)

Artículo 24. Ejercicio de funciones jurisdiccionales por autoridades administrativas. Las autoridades administrativas a que se refiere este artículo ejercerán funciones jurisdiccionales conforme a las siguientes reglas: 
1. La Superintendencia de Industria y Comercio en los procesos que versen sobre: 

a) Violación a los derechos de los consumidores establecidos en el Estatuto del Consumidor. 

b) Violación a las normas relativas a la competencia desleal. 

2. La Superintendencia Financiera de Colombia conocerá de las controversias que surjan entre los consumidores financieros y las entidades vigiladas relacionadas exclusivamente con la ejecución y el cumplimiento de las obligaciones contractuales que asuman con ocasión de la actividad financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos captados del público. 

3. Las autoridades nacionales competentes en materia de propiedad intelectual: 

a) La Superintendencia de Industria y Comercio en los procesos de infracción de derechos de propiedad industrial. 

b) La Dirección Nacional de Derechos de Autor en los procesos relacionados con los derechos de autor y conexos. 
c) El Instituto Colombiano Agropecuario en los procesos por infracción a los derechos de obtentor de variedades vegetales. 

4. El Ministerio de Justicia y del Derecho, o quien haga sus veces, a través de la dependencia que para tales efectos determine la estructura interna, podrá, bajo el principio de gradualidad en la oferta, operar servicios de justicia en todos los asuntos jurisdiccionales que de conformidad con lo establecido en la Ley 446 de 1998 sobre descongestión, eficiencia y acceso a la justicia han sido atribuidos a la Superintendencia de Industria y Comercio, Superintendencia Financiera y Superintendencia de Sociedades, así como en los asuntos jurisdiccionales relacionados con el trámite de insolvencia de personas naturales no comerciantes y los asuntos previstos en la Ley 1098 de 2006
 de conocimiento de los defensores y comisarios de familia. También podrá asesorar y ejercer la representación judicial de las personas que inicien procesos judiciales de declaración de pertenencia con miras al saneamiento de sus propiedades. 

5. La Superintendencia de Sociedades tendrá facultades jurisdiccionales en materia societaria, referidas a: 

a) Las controversias relacionadas con el cumplimiento de los acuerdos de accionistas y la ejecución específica de las obligaciones pactadas en los acuerdos. 

b) La resolución de conflictos societarios, las diferencias que ocurran entre los accionistas, o entre estos y la sociedad o entre estos y sus administradores, en desarrollo del contrato social o del acto unilateral. 

c) La impugnación de actos de asambleas, juntas directivas, juntas de socios o de cualquier otro órgano directivo de personas sometidas a su supervisión. Con todo, la acción indemnizatoria a que haya lugar por los posibles perjuicios que se deriven del acto o decisión que se declaren nulos será competencia exclusiva del Juez. 

d) La declaratoria de nulidad de los actos defraudatorios y la desestimación de la personalidad jurídica de las sociedades sometidas a su supervisión, cuando se utilice la sociedad en fraude a la ley o en perjuicio de terceros, los accionistas y los administradores que hubieren realizado, participado o facilitado los actos defraudatorios, responderán solidariamente por las obligaciones nacidas de tales actos y por los perjuicios causados. Así mismo, conocerá de la acción indemnizatoria a que haya lugar por los posibles perjuicios que se deriven de los actos defraudatorios. 

e) La declaratoria de nulidad absoluta de la determinación adoptada en abuso del derecho por ilicitud del objeto y la de indemnización de perjuicios, en los casos de abuso de mayoría, como en los de minoría y de paridad, cuando los accionistas no ejerzan su derecho a voto en interés de la compañía con el propósito de causar daño a la compañía o a otros accionistas o de obtener para sí o para un tercero ventaja injustificada, así como aquel voto del que pueda resultar un perjuicio para la compañía o para los otros accionistas. 

Parágrafo 1°. Las funciones jurisdiccionales a que se refiere este artículo, generan competencia a prevención y, por ende, no excluyen la competencia otorgada por la ley a las autoridades judiciales y a las autoridades administrativas en estos determinados asuntos. 
Cuando las autoridades administrativas ejercen funciones jurisdiccionales, el principio de inmediación se cumple con la realización del acto por parte de los funcionarios que, de acuerdo con la estructura interna de la entidad, estén habilitados para ello, su delegado o comisionado. 

Parágrafo 2°. Las autoridades administrativas que a la fecha de promulgación de esta ley no se encuentren ejerciendo funciones jurisdiccionales en las materias precisas que aquí se les atribuyen, administrarán justicia bajo el principio de gradualidad de la oferta. De acuerdo con lo anterior, estas autoridades informarán las condiciones y la fecha a partir de la cual ejercerán dichas funciones jurisdiccionales. 
Parágrafo 3°. Las autoridades administrativas tramitarán los procesos a través de las mismas vías procesales previstas en la ley para los jueces. 
Las providencias que profieran las autoridades administrativas en ejercicio de funciones jurisdiccionales no son impugnables ante la jurisdicción contencioso administrativa. 

Las apelaciones de providencias proferidas por las autoridades administrativas en primera instancia en ejercicio de funciones jurisdiccionales se resolverán por la autoridad judicial superior funcional del juez que hubiese sido competente en caso de haberse tramitado la primera instancia ante un juez y la providencia fuere apelable. 
Cuando la competencia la hubiese podido ejercer el juez en única instancia, los asuntos atribuidos a las autoridades administrativas se tramitarán en única instancia. 

Parágrafo 4°. Las partes podrán concurrir directamente a los procesos que se tramitan ante autoridades administrativas en ejercicio de funciones jurisdiccionales sin necesidad de abogado, solamente en aquellos casos en que de haberse tramitado el asunto ante los jueces, tampoco hubiese sido necesaria la concurrencia a través de abogado. 
Parágrafo 5°. Las decisiones adoptadas en los procesos concursales y de reorganización, de liquidación y de validación de acuerdos extrajudiciales de reorganización, serán de única instancia, y seguirán los términos de duración previstos en el respectivo procedimiento. 
Parágrafo 6°. Las competencias que enuncia este artículo no excluyen las otorgadas por otras leyes especiales por la naturaleza del asunto. 
1. Planteamientos de la demanda

El actor considera que el segmento normativo acusado desconoce, de una parte, el artículo 13 de la Constitución Política, en tanto consagra el derecho a la igualdad y, de otra, el artículo 29 que establece los contenidos que integran el derecho al debido proceso. 
Aduce, como premisa central para justificar el desconocimiento de las normas constitucionales citadas, que la atribución de funciones jurisdiccionales a la Dirección Nacional de Derechos de Autor, cuyo propósito principal es la protección de esos derechos, implica que dicha entidad actúa como juez y parte. En esta misma línea de razonamiento, aduce que las funciones jurisdiccionales atribuidas a las Superintendencias no pueden servir como fundamento para otorgar funciones de esa naturaleza a la Dirección citada, pues “(…) el interés jurídico que tiene una Superintendencia, al ejercer sus funciones jurisdiccionales es muy diferente, como que representa derechos colectivos indeterminados, mientras que la Dirección Nacional de Derecho de Autor, busca proteger intereses subjetivos de personas determinadas”.
Para justificar el desconocimiento del derecho a la igualdad propone la elaboración de un test, mediante el cual busca demostrar la irrazonabilidad de la medida. Así, en un primer paso del test, indica que existe una diferencia en la situación de hecho entre quien acude en la calidad de demandado y quien lo hace en calidad de demandante, dado que no tiene sentido situar al primero “(…) en un proceso donde deba ser juzgado por la entidad pública que tiene por objeto legal la defensa de los derechos por los que será procesado, como que lo pone en un plano de absoluta desigualdad procesal en relación con su demandante”. De esta circunstancia concluye que a la Dirección le asiste un interés directo en el resultado del proceso, razón por la cual afecta su imparcialidad, tanto subjetiva como objetiva.
En cuanto a la finalidad de la norma, como segundo paso del test, consistente en descongestionar los despachos judiciales y entregar a una entidad especializada la definición de las controversias sobre el tema, afirma que dichas finalidades no pueden buscarse comprometiendo los derechos fundamentales de las personas que se juzgan en estos procesos.

Así mismo, sostiene que la medida es irrazonable porque el supuesto transgresor de un derecho de autor puede ser juzgado por la máxima autoridad administrativa encargada de protegerlos, esto es, que será juzgado por el director general de la unidad.
Concluye reiterando que la coincidencia entre el demandante y quien juzga las infracciones a los derechos de autor son irracionales y desproporcionadas por la desigualdad que, a su juicio, resulta de la estructura del proceso. Por último, afirma que la Dirección Nacional de Derechos de Autor no ha cumplido con lo ordenado por la Corte Constitucional en la Sentencia C-436 de 2013, lo cual se prueba, en su sentir, con una respuesta dada a un ciudadano en la que el Director General de la Unidad Administrativa de Derecho de Autor niega la suspensión inmediata de algunos procesos adelantados en dicho ente. 
2. Problema jurídico
El problema jurídico que resolverá la Corte Constitucional en el presente caso, de conformidad con lo expresado por el demandante, es el siguiente: ¿vulnera el derecho al debido proceso y a la igualdad la atribución de funciones jurisdiccionales a la Dirección Nacional de Derechos de Autor, en tanto encargada de proteger los mismos? 
3. Análisis constitucional
Esta Vista Fiscal constata que en el presente caso concurren los requisitos para declarar la existencia de cosa juzgada constitucional respecto de la Sentencia C-436 de 2013. En la citada sentencia la Corte Constitucional decidió:

Declarar EXEQUIBLE el literal b) del numeral 3 del artículo 24 de la ley 1564 siempre y cuando la estructura y funcionamiento de la Dirección Nacional de Derechos de Autor garanticen los principios de imparcialidad e independencia, en el ejercicio de las funciones jurisdiccionales asignadas. 

Los requisitos para la configuración de la cosa juzgada se verifican de la siguiente forma: 
En primer lugar, la demanda decidida en la sentencia citada se dirigió contra el literal b) del numeral 3 del artículo 24 de la ley 1564 de 2012, tal y como ocurre en el presente caso. Por consiguiente, la norma acusada es la misma tanto en el proceso decidido en la Sentencia C-436 de 2013 como en el caso sub examine.
En segundo lugar, los cargos esgrimidos en las dos demandas presentan importantes similitudes entre sí, por lo siguiente:

La demanda decidida en la Sentencia C-436 de 2013 aducía a la vulneración del artículo 116 de la Constitución Política, por cuanto la atribución de funciones jurisdiccionales a la Dirección Nacional de Derechos de Autor carecía del requisito de precisión, pues dicha atribución competencial implicaba una habilitación general de intervención en todo tipo de procesos relacionados con los derechos de autor y conexos, incluyendo procesos de instrucción y juzgamiento de delitos relacionados con éstos. 
De otra parte, se aducía también que la norma “(…) desconoce que en el ejercicio de funciones jurisdiccionales las autoridades no deben haber intervenido previamente en los asuntos respecto de los cuales se adelanta la actividad de juzgamiento y que, adicionalmente, no pueden existir relaciones de naturaleza jerárquica que afecten el ejercicio independiente de la función. La imparcialidad y la independencia no podrían materializarse, en tanto la norma cuestionada no estableció de manera precisa las personas encargadas del ejercicio de la función judicial”. 

Por su parte, en la demanda objeto del presente proceso se argumenta –como eje determinante- que “(…) el objeto legal de la Dirección Nacional de Derecho de Autor, afecta su propia imparcialidad subjetiva y objetiva en los procesos que se ventilan ante ella…”.

El Ministerio Público considera que el cargo construido en esta demanda se refiere al desconocimiento del derecho al debido proceso, pues aun cuando el actor aduce la vulneración del artículo 13 Superior principalmente, el núcleo del reproche se refiere a la supuesta ausencia de imparcialidad en el ejercicio de las funciones asignadas a la Dirección Nacional de Derechos de Autor. Esto es, por cuanto existe una relación de conexidad innegable entre la garantía de imparcialidad de una determinada autoridad administrativa, a quien se le han asignado funciones jurisdiccionales, con el núcleo esencial del derecho al debido proceso, en la medida en que dicha garantía está cubierta por la expresión según la cual nadie podrá ser juzgado sino “(…) ante juez o tribunal competente…” contenida, precisamente, en el artículo 29 de la Carta.

Por ende, las dos demandas comparten un núcleo común consistente en el desconocimiento del derecho al debido proceso y, en particular, el desconocimiento de la garantía de imparcialidad como componente de éste.
En tercer lugar, y con respecto al parámetro de control de constitucionalidad empleado en la Sentencia C-436 de 2013, la Corte reiteró que el desconocimiento del contenido constitucionalmente protegido por el artículo 116 de la Constitución implica, a su turno, la vulneración concurrente de los artículos 29 y 113 de la Carta, lo cual denominó “regla de infracción simultánea”
. Esta circunstancia es relevante pues la Corte decidió declarar la constitucionalidad condicionada de la norma acusada como consecuencia de la verificación de un riesgo de confusión entre las funciones jurisdiccionales atribuidas a la Dirección Nacional de Derechos de Autor y sus funciones en tanto autoridad administrativa, circunstancia que podría afectar su grado de imparcialidad y, por lo tanto, vulnerar el derecho al debido proceso.
Sobre el punto la Sentencia C-436 de 2013 dijo:

Considerando que el aparte acusado admite jurídicamente dos interpretaciones, una de ellas consistente en aceptar eventuales riesgos de interferencia entre las funciones administrativas y las funciones judiciales y otra que exige la distinción precisa y clara entre unas y otras, la Corte declarará la constitucionalidad condicionada de la disposición examinada siguiendo para el efecto un entendido similar al previsto en la sentencia C-1071 de 2002. Ese condicionamiento tiene como efecto la necesidad de emprender acciones específicas, normativas y fácticas, para asegurar la supremacía de la Constitución.
(…)

En esas condiciones debe garantizarse (1) que no pueda el mismo funcionario o despacho ejercer funciones judiciales en asuntos de derechos de autor o derechos conexos respecto de los cuales se hubiera pronunciado con anterioridad, con motivo del ejercicio de alguna de las funciones administrativas y (2) que las funciones judiciales asignadas sean desarrolladas por funcionarios distintos, que no tengan relación alguna de sujeción jerárquica o funcional frente a quienes dictaron o aplicaron pronunciamientos en materia de derechos de autor o conexos y que se refieran directamente al asunto que se somete a su conocimiento.  

Así las cosas, la Corte ya se pronunció previamente sobre los riesgos que genera, en términos de su imparcialidad, la asignación de funciones jurisdiccionales a la Dirección Nacional de Derechos de Autor, lo cual es precisamente el objeto de la demanda analizada en el caso sub examine.
Por último, esta Vista Fiscal considera que carece de toda pertinencia el documento aportado con la demanda en virtud del cual el demandante pretende probar que la DNDA está incumpliendo lo resuelto por la Corte en la Sentencia C-436 de 2013, debido a que el objeto del juicio de constitucionalidad es confrontar las normas jurídicas de rango inferior con los contenidos normativos de la Constitución Política y no, por el contrario, suscitar un debate como el pretendido por el accionante sobre la base de una respuesta a una solicitud de suspensión de términos en unos determinados procesos.
De otra parte, advierte esta Jefatura que el demandante no solo considera que la sentencia está siendo incumplida, sino que su cumplimiento resulta inane en el entendido que “ (…) así se cumpla con las exigencias de esta declaración condicionada de exequibilidad, esa Unidad Administrativa Especial, tiene un objeto legal absolutamente incompatible con ejercer funciones de juzgamiento en procesos por violación de derechos de autor y derechos conexos…”, lo cual parece indicar un desacuerdo con la decisión que se adoptó en la providencia citada y, por consiguiente, la pretensión del demandante estaría encaminada a que la Sala Plena modifique la postura fijada en el precedente citado. Al carecer esta pretensión de sustento alguno, esta Jefatura solicitará a la Corte Constitucional estarse a lo resuelto en la Sentencia C-436 de 2013.
4. Conclusión
En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte que declare ESTARSE A LO RESUELTO en la sentencia C-436 de 2013 que declaró la exequibilidad condicionada del el literal b, numeral 3 del artículo 24 de la Ley 1564 de 2012.
Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación 
GMR/DFYM
� El Aparte subrayado fue declarado inexequible mediante la Sentencia C-156 de 2013.


� Sobre esta regla dijo la Corte: “El régimen constitucional de atribución de funciones jurisdiccionales a las autoridades administrativas prevé una habilitación legislativa, en cuyo estricto seguimiento se encuentran comprometidos no solo el sistema de articulación del poder público sino también la garantía del derecho de acceso a la administración de justicia. El respeto a las condiciones previstas en el artículo 116 es una condición (i) para materializar la vigencia de las reglas relativas a la ordenación y control de los órganos que componen el poder público, evitando la concentración de poder en autoridades administrativas y propiciando, al mismo tiempo, formas de colaboración armónica (Función orgánica) y (ii) para proteger las reglas vinculadas a la administración de justicia y, en particular, aquellas previstas por la Constitución al regular el debido proceso (Función iusfundamental)”. 
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